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No ha lugar a hacer especial pronunciamiento sobre las costas
causadas en esta instancia.»

Lo que comunico a VV. n.
Madrid, 20 de marzo de 199L-P. D .• el Director general de Servi·

cios. Juan Alarcón Montoya.

llmos. Sres. Subsecretario de Sanidad v Consumo y Director general
del Instituto Nacional de la Salud. - -

,-;

l.:

.,

;
•

ORDEN de 20 de marzo de 1991 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal Su­
perior de Justicia de Madrid en el recurso contencioso-ad­
ministrativo número 281111988. interpuesto contra este
Departamento por doña F'ictoria Parra Atienza.

ORDEN de 20 de marzo de 1991 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal Su­
perior de Justicia de Madrid en el recurso contencioso-ad­
ministrativo número 2820f1988, interpuesto C01l/ra este
Departamento por doÑa María Vela Rubio.

De orden del excelentísimo señor Ministro se publica, para general
conocimiento y cumplimiento en sus propios términos, el fallo de la
scntencia dictada con fccha de 27 de diciembre de 1990 por el Tribu·
nal Superior de Justicia de Madrid (Sección novena) en el recurso
contencioso.administrativo número 2820/1988, promovido por doña
María Vela Rubio, sobre petición de indemnización por jubilación
forzosa anticipada, cuyo pronunciamiento es del siguiente tenor;

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por doña Maria Vela Rubio, en su propio nombre y ~ere­
cho, contra la resolución de fecha 21 de marzo de 1988. de la Dtrec­
ción General de Servicios del Ministerio de Sanidad y Consumo, con­
firmada posteriormente en reposición mediante acuerdo del mismo
órgano de fecha 21 de noviembre de 1988, debemos declarar y decla­
ramos que las citadas resoluciones son disconformes con el ordena­
miento jurídico vigente y, en su consecuencia, las anulamos, al tiempo
que declaramos el derecho del recurrente a percibir la indemnización
prevista en la disposición transitoria 5.a de la Ley 50/1984, de 30 de
diciembre, en la forma y cuantía descrita en el primer párrafo del fun·
damento cuarto de la present~ sentencia.

No ha lugar a hacer especial pronunciamiento sobre las costas
causadas en esta instan~ia.»
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ORDEN de 20 de marzo de ]991 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal Su­
perior de Justicia de Madrid en el reCurso contencioso-ad­
ministrativO númerO 2816/1988, interpuesto contra este
Departamento por doña Concepción Traspas Pérez.

De orden del excelentisimo señor Ministro se publica. para gcneral
conocimicnto y cumplimiento en sus propios términos. el fallo d~ la
sentencia dictada con fecha de 27 de diciembre de 1990 por el Tnbu­
nal Superior de Justicia de Madrid (Sección novena) en el recurso
contencioso-administrativo número 2816/l988, promovido por doña
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Lo que comunico a VV. n.
Madrid, 20 de marzo de 1991.-P. D., el Director general de Servi­

cios, Juan Alarcón Montoya.

limos. Sres. Subsecretario de Sanidad y Consumo y Director general
del Instituto Nacional de la Salud.

De orden del excelentísimo señor Ministro se publica, para general
conocimiento y cumplimiento en sus propios términos, el fallo de la
sentencia dictada con fecha de 27 de diciembre de 1990 por el Tribu­
nal Superior de Justicia de 'Madrid (Sección novena) en el recurso
contencioso-administrativo número 2811/1988, promovido por doña
Victorina Parra Atienza. sobre petición de indemnización por jubila­
ción forzosa anticipada, cuyo pronunciamiento es del siguiente tenor:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso·administrativo
interpuesto por doña Victorina Parra Atienza, en su propio nombre y
derecho, contra la resolución de fecha 18 de diciembre de 1987, dicta·
da por el Director general de Servicios del Ministerio de Sanidad y
Consumo, confirmada posteriormente en reposición mediante acuerdo
del mismo órgano de fecha 6 de abril de 1989, debemos declarar y de­
claramos que las citadas resoluciones son disconformes con el ordena­
miento jUfldico vigente y, en su consecuencia. las anulamos, al tiempo
que declaramos el derecho del recurrente a percibir la indemnización
prevista en la disposición transitoria 5:' de la Ley 50/1984. de 30 de
diciembre, en la forma y cuantía descrita en el primer parrafo del fun­
damento cuarto de la presente sentencia.

No ha lugar a hacer especial pronunciamiento sobre las costas
causadas en esta instancia.»

Lo que comunico a VV. lI.
Madrid, 20 dc marzo de 1991.~P. D., el Director general de Servi­

cios, Juan Alarcón Montoya.

Ilmos. Sres. Subsecretario de Sanidad y Consumo y Director general
del Instituto Nacional de la Salud.
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ORDEN de 20 de marzo de 1991 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal Su­
perior de Justicia de Madrid en el recurso contencioso-ad­
ministrativo número 2795/1988. interpuesto contra este
Departamento por doila Emilio Muñoz Coto.
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ORDEN de 20 de mar=o de 1991 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia díclada por el Tribunal
Superior de Justicia de Madrid en el recurso contenciuso­
aa'minislratira número 28211988. interpuesto contra este
Departamento por don Angel Heíros Cahrera.

De orden del excelentísimo señor Ministro se publica, para general
conocimiento y cumplimiento en sus propios términos. el falJo de la
sentencia dictada con fecha de 27 dc diciembre de 1990 por el Tribu­
nal Superior de Justicia de Madrid -(Sección novena) en el recurso
contencioso-administrativo número 2821/1988, promovido por don
Angc1 Heiros Cabrera, sobre petición de indemnización por jubilación
forzosa anticipada, cuyo pronunciamiento es del siguiente tenor:

<.Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por don Angel Heiros Cabrera, en su propio nombre y
derecho, contra la resolución de fecha 21 de marzo de 1988, dictada
por el Director general de Servicios del Ministerio de Sanidad y Con­
sumo, confinnada posteriormente en reposición mediante acuerdo del
mismo órgano de fecha 21 de noviembre de 1988, debemos declarar
y declaramos que las citadas resoluciones son disconformes con el or­
denamiento jurídico vigente y, en su consecuencia, las anulamos, al
tiempo que declaramos el derecho del recurrente a percibir la indem­
nización prevista en la disposición transitoria 5.a de la Lev 50/1984,
de 30 de diciembre, en la forma y cuantia descrita en el primer párra­
fo del fundamento cuarto de la presente sentencia.

No ha lugar a hacer especial pronunciamiento sobre las costas
causadas en esta instancia».

Lo que comunico a VV. n.
Madrid, 20 de marzo de 1991.-P. D., el Director general de Servi­

cios, Juan Alarcón Montoya.

l1mos. Sres. Subsecretario de Sanidad y Consumo y Director general
del Instituto Nacional de la Salud.

Lo que comunico a VV. n.
Madrid, 20 de marzo de 1991.-P. D.• el Director general de Servi­

cios, Juan Alarcón Montoya.

limos. Sres. Subsecretario de Sanidad y Consumo y Director general
del Instituto Nacional de la Salud.

De orden del excelentisimo señor Ministro se publica, para general
conocimiento y cumplímiento en sus propios términos. el fallo de la
sentencia dictada con fecha de 27 de diciembre de 1990 por el Tribu·
nal Superior de Justicia de Madrid (Sección novena) en el recurso
contencioso-administrativo número 2795/1988, promovido por doña
Emilía Muñoz Coto, sobre petición de indemnización por jubilación
forzosa anticipada, cuyo pronunciamiento es del siguiente tenor:

«(Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por doña Emilia Muñoz Coto, en su propio nombre y de­
recho, contra la resolución de fecha 29 de enero de 1988, dictada por
el Director general de Servicios del Ministerio de Sanidad y Consu­
mo, confirmada posteriormente en reposición mediante acuerdo del
mismo órgano de fecha 23 de noviembre de 1988, debemos declarar
y declaramos que las citadas resoluciones son disconfonnes con el or­
denamiento jurídico vigente y, en su consecuencia, las anulamos, al
tiempo quc declaramos el derecho del recurrente a percibir la indem­
nización prevista en la disposición transitoria 5.a de la Ley 50/1984,
de 30 de diciembre, en la forma y cuantía descrita en el primer párra­
fo del fundamento cuarto de la presente sentencia, estándose en cuan­
to a los intereses reclamados a lo previsto en el articulo 45 de la Ley
General Presupuestaria.

No ha lugar a hacer especial pronunciamiento sobre las costas
causadas en esta instancia»,
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Concepción Traspas Pérez, sobre petición de indemnización por jubí·
¡ación forzosa anticipada, cuyo pronunciamiento es del siguiente
tenor: .

Lo que comunico a VV. II.
Madrid, 20 de marzo de 1991.-P. D., el Director general de Servi­

cios, Juan Alarcón Montoya.

limos. Sres. Suhsecretario de Sanidad y Consumo y Director general
del Instituto Nacional de la Salud.

Lo que comunico a VV. II.
Madrid, 20 de marzo de 199I.-P. D., el Director general de Servi­

cios, Juan Alarcón Montoya.

limos. Sres. Subsecretario general del Consumo y Presidente del Ins­
tituto Nacional del Consumo.
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!
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ORDEN de 20 de marzo de 1991 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal Su­
perior de Justicia de Can/abria en el recurso conlencfoso­
administrativo número 658/1990, interpuesto contra este
Departamento por don Constantino Sánchez Diego.

ORDEN de 20 de marzo de 1991 por el que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por la Audiencia Te­
rritorial de Madrid en el recurso contencioso-administrati­
vo numero 12021/985, interpuesto contra este Departa­
mento por «Simago, Sociedad Anónima».

mulado contra ¡¿i resolución de la Dirección ProYincial del Instituto
de la Salud de Cáceres de 19 de febrero de 1989 que no incluyó a la
recurrente en ia relación de admitido al concurso restringido convoca­
do con fecha 28 de diciembre de 1988 para el acceso a plazas de per­
sonal sanitario dependiente del INSALUD, en Equipo!: de Atención
Primaria, debemos declarar y declaramos que los actos administra ti":"
vos impugnados son conformes a Derecho; sin hacer especial pronun­
ciamiento en cuanto al pago de las costas.l)

Lo que comunico a VV. II.
Madrid. 20 de marzo de 1991.--:-P. D., el Director general de Servi­

cios, Juan Alarcón Montoya.

limos. Sres. Subsecretario de Sanidad y Consumo y Director general
de Recursos Humanos, Suministros e Instalaciones.

De orden del excelentisimo señor Ministro se publica, para general
conocimiento y cumplimiento en sus propios términos, el fallo de la
sentencia dictada con fccha de 4 de marzo de 1988 por la entonces
Sala Cuarta de la Audiencia Territorial de Madrid en el recurso con­
tencioso-administrativo número 1202/1985, promovido por «Simago,
Sociedad Anónima})-, sobre sanción de multa impuesta en defensa del
consumidor, cuyo pronunciamiento es del siguiente tenor:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-administrati­
YO interpuesto por el procurador de los Tribunales don Santos Gan­
dariJla Carmona, en nombre y representación de la entidad mercantil
"Simago, Sociedad Anónima", frente a la sanción impuesta a dicha
parte por el Jefe provincial de Comercio Interior de Madrid el 15 de
octubre de 1984, y contra la resolución desestímatoria por silencio ad­
ministrativo del recurso de alzada interpuesto ~r dicho recurrente
contra aquella resolución sancionatida, ante el tlustrísimo señor Di·
rector general de Consumo, debemos declarar y declaramos ambas re­
soluciones conformes con el ordenamiento juridico y todo ello sin ha­
cer declaración sobre la:s costas procesales.»)

Asimismo se certifica que contra la referida sentencia se interpuso
por la parte actúra recurso de apelación, el cual ha sido resuelto por
la Sala Tercera --Sección Sexta- del Tribunal Supremo en sentencia
de 11 de diciembre de 1990, desestimando la apelacion y confirmando
en consecuencia, la de primera instancia.

Lo que comunico a VV. II.
Madrid, 20 de marzo de 1991.-P. D., El Director general de Servi­

cios, Juan Alarcón Montoya.

nmos. Sres, Secretario general de Consumo y Presidente del Instituto
Nacional del Consumo.

De orden del excelentisimo señor Ministro se publica. para general
conocimiento y cumplimiento en sus propios términos, el fallo de la
sentencia dictada con fecha de 31 de diciembre de 1990 por el Tribu­
nal Superior de Justicia de Cantabria en el recurso contencioso-admi­
nistrativo número 658/1990, promovido por don Constantino Sánchez
Diego, sobre sanción disciplinaria, cuyo pronunciamiento es del si­
guiente tenor:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el presente
recurso contencioso-administrativo número 658/1990 promovido por
don Constantino Sánchez Diego contra la resolución de la Subsecre­
taría de Sanidad y Consumo de 10 de abril de 1990, que confirmó
otrd suya de 29 de julio del mismo año, que imponía al recurrente la
sanción de suspension de empleo y sueldo de dos meses y veinte dias,
sin que proceda hacer expresa mención condenatoria en cuanto a las
costas procesales causadas.»

Lo que comunico a V. I.
Madrid. 20 de marzo de 1991.-P. D .• el Director general de Servi­

cios, Juan Alarcón Montoya.

Ilmo. Sr. Subsecretario.
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ORDEN de 20 de marzu de 1991 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dü:tada·por el Tribunal Su­
perior de Justicia de Extramadura en el recurso contencio­
so-administrativo número 791/1989, interpuesto colllra
este Departamento por doña Montaña Torres Asensio.

ORDEN de 20 de marzo de 1991 por la que se di!Jpone el
cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal Su­
perior de Justicia de Madrid en el recurso contencioso-ad­
ministratim númao 105111982, interpuesto contra este
Depanamento por don César Garrote Esteban.

De orden del excelentísimo señor Ministro se publica, para general
conocimiento y cumplimiento en sus propios términos, el fallo de la
sentencia dictada con fecha de 15 de septiembre de 1990 por el Tribu­
nal Superior de Justícia de Madrid (Sección séptima) en el recurso
contencioso-administrativo número J051/l982, promovido por don
César Garrote Esteban, sobre traslado del recurrente desde la Jefatu­
ra Provincial de Comercio Interior de Avila al Servicio Territorial de
Economía y Comercio de la Provincia de Lugo, cuyo pronunciamien-
to es del siguiente tenor. 1 "

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencloso­
administrativo ínterpuesto por don César Garrote Esteban, contra la
r,;:solución del Subsecretario para el Consumo de fecha 24 de septiem­
bre de 1982, por el que desestima el recurso de reposición contra an­
terior Resolución del mismo Organo de 30 de marzo de 1982, debe­
mos declarar y declaramos que tales actos que ordenaban la incorpo­
ración del recurrente a Lugo no son confonnes a Derecho, declarando
el derecho del recurrente a ser indemnizado por tal traslado como sí
se tratara de una comisión de servicios, durante el periodo compren­
dido entre el inicio de la actívidad en Lugo, y el 31 de octubre de
1982, desestimando las restantes pretensiones y sin pronunciamiento
sobre costas.})
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De orden del excelentísimo señor Ministro se publíca, para general
conocimiento y cumplimiento en sus propios términos, el fallo de la
sentencia dictada con fecha de 7 de febrero de 1991 por el Tribunal
Superior de Justicia de Extremadura en el recurso contencioso-admi:
nistrativo numero 79111989, promovido por doña Montaña Torres
Asensio, sobre exclusión de la recurrente de la relación de admitidos
al concurso restringido convocado el 28 de diciembre de 1988 para la
provisión de plazas de personal sanitario dependiente del Instituto
Nacional de Salud en Equipos de Atención Primaria, cuyo pronuncia­
miento es del siguiente tenor:

«Fallamos: Que estimando el presente recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por doña Montaña Torres Asensio. contra la
denegación por silencio administrativo del recurso de reposición for-

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por doña Concepción Traspas Pérez, en su nombre y re­
presentación contra la resolución de la Dirección de Servicios del Mi­
nisterio de Sanidad v Consumo de fecha 21 de enerO de 1988, confir­
mada en reposición "en fecha 23 de noviembre de 1988, debemos de­
clarar y declaramos que lascítadas resoluciones son disconformes con
el ordenamiento jurídico vigente y. en su consecuencia, las anularnos,
al tiempo que declaramos el derecho del recurrente a percibir la in·
demnización prevista en la Ley 50/1984, de 30 de diciembre, en la for­
ma y cuantía descrita en el primer párrafo del fundamento cuarto de
la presente sentencia. Deberá tenerse en cuenta a efectos de intereses
de demora lo previsto en el artículo 45 de la Ley General Presupues­
taria. Texto Refundido de 23 de septiembre dé 1988.

No ha lugar a hacer especial pronunciamiento sobre las costas
causadas en esta instancia.»


